INTERPONE ACCION DE AMPARO Y DE INCONSTITUCIONALIDAD

SEÑOR JUEZ DE LA SALA II DE LA CAMARA 
DE ACUSACION PENAL

DR. LUIS FÉLIX COSTAS.

Principio del formulario

                                    
ERNESTO RUBÉN ARGAÑARAZ, Cabo 1° Legajo n° 11.848; PABLO FERNANDO CARDOZO CISNEROS, Abogado Agente Legajo n°  14.585; RAMIRO JAVIER PEÑA, Cabo Legajo n° 13.533; VICTOR LEONARDO TORRES, Sargento Legajo n° 10.872 y  RENATO GABRIEL MEJÍA, Cabo 1° Legajo n° 12.569; OSCAR GUSTAVO DIAZ, Cabo 1º Legajo nº 12.395 y ANTONIO ARIEL GALLARDO, Legajo nº 14.017; por nuestros propios derechos y en representación de la Asamblea de Policías Autoconvocados, con el patrocinio letrado del Dr. CARLOS HUMBERTO SARAVIA, constituyendo domicilio procesal en calle Ituzaingó nº 751, ciudad, a V.S. decimos:
 
I.- OBJETO: Que venimos a interponer formal acción de AMPARO CONSTITUCIONAL (art. 87 de la Constitución Provincial) en contra de la Jefatura de Policía de la Provincia de Salta, con domicilio en calle General Güemes 550, ciudad, a los efectos de que se dicte sentencia garantizando al personal policial los derechos asegurados de manera operativa por los artículos 14 bis y 18 de la Constitución Nacional y 44, 45, 23, 25, 18  y cctes. de la Constitución Provincial.


En especial pedimos se asegure:

Derecho a trabajar. 
Derecho a una retribución justa. 
Derecho a condiciones dignas de trabajo. 
Derecho al bienestar. 
Derecho a la seguridad social. 
Derecho a la protección de la familia. 
Derecho al mejoramiento económico. 
Derecho a la defensa de los intereses profesionales.

Derecho de expresión sin censura previa.

Derecho de igualdad. 


Atento a que el conculcamiento de nuestros derechos también se traduce en la instrucción de Sumario Administrativo nº 287/09 por el cual se considera ilegal el derecho a peticionar ante las autoridades venimos a solicitar que al momento del dictado de sentencia se declare la nulidad de lo actuado en tanto por el ejercicio de ese derecho se anticipan públicamente cesantías, exoneraciones y sanciones en contra del personal que ha adherido al reclamo salarial.

Todo de conformidad con las razones de hecho y derecho que expondré infra. Asimismo se haga lugar a la medida innovativa solicitada. Pido imposición de costas procesales.

II.- LEGITIMACIÓN: Que nos encontramos plenamente legitimados para incoar la presente acción dado que se encuentran vinculados directamente nuestros derechos subjetivos y los intereses colectivos del personal policial.
Es dable remarcar que al momento de arribar a una solución transitoria en el mes de Agosto de 2.008, mediante acta acuerdo luego ratificada por Resolución n° 575/08 del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y Decreto n° 3.647 del Poder Ejecutivo Provincial, se decidió constituir la Comisión de Coordinación y Enlace del Personal Policial ante la Secretaría de Seguridad y Comando Superior Policial. Asimismo, una resolución de Jefatura de Policía fue circulada dando a conocer los nombres de los delegados de cada seccional o unidad, por lo que cabe concluir que existió formal reconocimiento de la actividad de las personas que actuaron en tal carácter.
             En el caso del Cabo 1° Renato Gabriel Mejía, el mismo ostentó el carácter de delegado de la División de Seguridad Urbana, no habiendo desplegado conducta alguna que permite encuadrarlo dentro de las imputaciones que se realizan en las resoluciones que han determinado el pase a disponibilidad. La adhesión a la quita de tareas ha sido espontánea y no ha mediado instigación alguna por parte de Mejía. En igual situación se encuentra Ramiro Javier Peña, a quien se le aplicó la represalia por el sólo hecho de haber sido en su oportunidad delegado de la Comisaría de Grand Bourg, con consentimiento de la superioridad que mediante circulares informó de su condición de representante.
            En lo que respecta a Enrique Rubén Argañaráz, Pablo Fernando Cardozo Cisneros y Víctor Leonardo Torres, los mismos fueron reconocidos como miembros de la Comisión de Coordinación y Enlace del Personal Policial ante la Secretaría de Seguridad y Comando Superior Policial mediante OO.DD. 169/08 2da parte, siendo Argañaraz y Torres representantes de la Unidad Regional n° 1 y Cardozo Cisneros como Asesor Legal de la comisión mencionada.

Asimismo, Argañaraz, Cardozo Cisneros, Torres Gallardo, integran la Asamblea de Policías Autoconvocados constituida el 30 de Enero de 2.009, la que esgrime la representación de los intereses colectivos del personal policial. 
            III.- HECHOS.

Conforme es público y notorio y se puso en conocimiento de la Secretaría de Seguridad mediante nota presentada el día viernes 30 de Enero de 2.009, los Delegados de la Comisión de Coordinación y Enlace del Personal Policial ante la Secretaría de Seguridad y Comando Superior Policial, ante el intempestivo dictado de la Resolución n° 028/09 del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos -por la cual se dispuso un incremento no remunerativo y escalonado que resultó insuficiente y que no fue avalado ni consentido por sus miembros- se constituyó en estado de asamblea permanente en la sede del Centro Policial SS.MM. “Sargento Suárez”.
             Habiendo transcurrido aproximadamente seis meses en los que se había explicitado la voluntad de los representantes del sector policial de arribar a una solución por la vía del diálogo, el mismo fue interrumpido de manera unilateral por los representantes del Estado Provincial. 
             Resulta evidente que el incremento del costo de vida y el espiral inflacionario ha socavado el valor adquisitivo de los salarios del personal policial y que, como se ha informado en la mesa de negociaciones, tal circunstancia genera malestar ante la imposibilidad de afrontar eficientemente elementales gastos para la subsistencia.
 
Personal de distintas dependencias se ha constituido en el lugar a los efectos de informarse sobre el estado de las negociaciones y solidarizarse con el planteo de reivindicación salarial. Es dable señalar que la Comisión de Enlace es la que ha convocado oportunamente a una reunión a los efectos de informar sobre la interrupción de las negociaciones relacionadas con el incremento salarial por el dictado de la Resolución n° 028/09 y que en esa reunión se resolvió por unanimidad el rechazo del aumento y el otorgamiento de un plazo para que se reformulara el ofrecimiento que venció sin que se hubiera modificado la postura oficial.

Ante la negativa del Poder Ejecutivo de modificar el ofrecimiento salarial unilateralmente dispuesto, y la adhesión a la medida que involucra la no prestación de tareas se iniciaron actuaciones policiales por orden del Jefe de Policía y que tramitan en los Expedientes n°s 3.526/09 D-P; 3.677/09 (UR-1). También se dictaron las Resoluciones 1312; 1313 y 1348 por las cuales se dispuso la suspensión preventiva en el ejercicio de la función policial y el pase a situación de disponibilidad de los actores.

Estos actos desconocen que los delegados fueron reconocidos oficialmente para discutir el incremento salarial. Es más, a los fines de garantizar la participación de todos los miembros de la Comisión en las reuniones de trabajo, se dispuso la desafectación del servicio ordinario de los representantes por el término que duraron las reuniones. No puede interpretarse esto sino como un reconocimiento expreso de las actividades de los delegados a los efectos de negociar la recomposición salarial y otros rubros relacionados con la prestación de servicios.
III.- DERECHO:  

A) PROCEDENCIA DE LA ACCION DE AMPARO:  ASPECTOS DE FONDO:

 i) LESIÓN o AMENAZA: La desvinculación lisa y llana a nuestros puestos estables vulnera directamente mi derecho a la estabilidad del cargo público, consagrado en el art. 63 inc. 3 de la Constitución Provincial, y produce una lesión real y grave a mi derecho a trabajar (arts. 42 y concordantes. del mismo cuerpo). Tal lesión es objetiva en cuanto se ha dispuesto un pase a disponibilidad y se amenaza públicamente con dictar acto administrativo de exoneración o cesantía por el sólo ejercicio de derechos consitucionales.

VS. sabrá merituar la gran relevancia que tiene el accionar administrativo que motiva la presente acción al verse tan gravemente vulnerado nuestro derecho a trabajar dignamente y a gozar de la protección de las leyes, la gran injusticia que implica hacernos tan desiguales ante la ley con respecto a otros empleados públicos al tornarse ficticia la estabilidad en el cargo que desempeñamos, vulnerándose la seguridad jurídica y nuestro derecho a ser oídos.
El artículo 47 de la Ley 6.193 establece que “Todo castigo debe tener por fundamento la transgresión de una norma vigente con anterioridad a la sanción. Ningún acto u omisión es punible, administrativamente, sin una prohibición a orden anterior que se le oponga. En el presente caso, la Comisión de Coordinación y Enlace del Personal Policial ante la Secretaría de Seguridad y Comando Superior Policial no ha sido disuelta y sus miembros de manera alguna incursionan por falta disciplinaria puesto que han contado en todo momento con autorización para ejercer la representación.
El articulo 14 de la Ley 6.193 establece de manera taxativa los casos en los que el personal policial puede ser privado de su estabilidad en el empleo, no encontrándose previsto que por ejercer derechos constitucionales pueda perderse el estado de revista.
La arbitrariedad se extiende a la amenaza de configurar la cesantía o exoneración para el supuesto de que se adhieran a la medida durante el término de 7 días. Tal extremo se difunde en la inteligencia aberrada de que subsiste la reglamentación dictada mediante Decreto nº 3.957/69 – hace cuarenta años- de una norma que fue derogada en 1.983 cuando se sancionaron las Leyes 6.192 y 6.193. El artículo 164 de la Ley 6.193 expresa que “Hasta la vigencia de las normas reglamentarias mencionadas en los artículos que anteceden, regirán las reglamentaciones anteriores que no se opusieren  al contenido de la presente ley”. No obstante ello, resulta evidente que habiendo caído la ley, se encuentra derogado lo accesorio, incluida la reglamentación. Ni siquiera la costumbre fue esgrimirse como vigente para el avasallamiento, conculcamiento, restricción o retaceo de derechos que hacen a la estabilidad del empleado policial.
Corresponde en esta instancia remarcar que el personal policial que adhiere al reclamo se encuentra ejerciendo derechos de raigambre constitucional, tales como el de peticionar ante las autoridades y de solicitar que se garantice una mejor condición laboral. Cualquier normativa que se oponga a la Carta Magna deviene inconstitucional aún cuando se pretenda esgrimir la preservación de una estructura de carácter marcadamente jerárquico, articulada sobre pilares de disciplina y dependiente de una cadena de mandos. 
El preámbulo de la Constitución Provincial declara que fue intención de los constituyentes establecer el derecho y el deber al trabajo, su justa retribución y dignificación.
El artículo 13 expresa que todas las personas son iguales ante la ley, sin distinción por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. No obstante ello, se reconoce el derecho al reclamo a los restantes trabajadores de la Administración Provincial y se les niega a los empleados policiales. Ello a pesar de que esta norma impone a los poderes públicos el aseguramiento de las condiciones para que la libertad y la igualdad de las personas sean reales y efectivas, procurando remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud. 
El artículo 43 reza que el trabajo, en sus diversas formas, es un derecho y un deber en la realización de la persona y en su activa participación en la construcción del bien común. Por su alta finalidad social goza de la especial protección de las leyes, que deberán procurar al trabajador las condiciones de una existencia digna y libre. 
El artículo 44 reconocen y resguardan los siguientes derechos del trabajador: 
Derecho a trabajar. 
Derecho a una retribución justa. 
Derecho a la capacitación. 
Derecho a condiciones dignas de trabajo. 
Derecho a la preservación de la salud. 
Derecho al bienestar. 
Derecho a la seguridad social. 
Derecho a la protección de la familia. 
Derecho al mejoramiento económico. 
Derecho a la defensa de los intereses profesionales. 
En igual orden de ideas, el artículo 23 reconoce a todos los ciudadanos la “...libertad de expresar y difundir, sin censura previa, sus pensamientos, ideas, opiniones y críticas mediante la palabra oral o escrita, por cualquier medio de comunicación, así como la libertad de buscar, recibir y transmitir información...Ninguna autoridad provincial o municipal dicta leyes, decretos u ordenanzas que en cualquier forma tiendan a restringir directa o encubiertamente el ejercicio de la libertad de expresión”.  
Por último, el artículo 25 asegura a todas las personas el derecho de reunión pacífica para tratar asuntos públicos o privados, siempre que no turben el orden público, así como también el de peticionar individual o colectivamente ante todas o cada una de las autoridades. 
Por lo expuesto, puede concluirse que de manera alguna, un agente de la fuerza de seguridad provincial puede ser considerado incurso en indisciplina por imperio de una norma de menor rango, tal el caso del artículo 28 inciso f) de la Ley n° 6.193. Sostener lo contrario implicaría el destierro del Estado de Derecho y sustentar una inadmisible discriminación para con el personal policial que no podría en ningún caso reivindicar su derecho a una mejoría de sus condiciones laborales. 
A mayor abundamiento, resulta contradictorio y habilita a la aplicación de la doctrina de los propios actos que por un lado se nos haya reconocido la representación de sectores de la familia policial para luego considerar que tal derrotero es configurativo de una falta disciplinaria.
Se esgrimen como causales de la prematura sanción la supuesta publicitación de acciones a través de distintos medios de prensa, incitación al personal policial a la no prestación de servicio y la convocatoria a concurrir al Centro Policial “Sargento Suárez”. Resulta un absurdo pretender que uno o cinco personas pudieran instigar a los más de tres mil policías que han adherido a la quita de tareas o las prestan de manera menguada y que se hubieran comunicado con la totalidad de las más de mil personas que se han concentrado en el local del Centro Policial.
La decisión de suspender deviene, entonces, arbitraria e ilegal y debe declararse la nulidad del inicio de actuaciones sumariales por configurar un eslabón más de una cadena de acciones tendientes a sofocar el reclamo salarial.
El accionar del Jefe de Policía no puede considerarse regular, legítimo y ejecutivo. Tales presupuestos no se aplican al ser este acto evidente y manifiestamente nulo conforme el art. 72 de la Ley Nº 5.348. Tal nulidad procede del art. 49 inc. c) de la mencionada ley, toda vez que la misma transgrede de manera directa normas constitucionales, lo que se constata de la simple lectura de ambas normas.

Se ha incumplido también con lo previsto por el artículo 31 de la L.P.A. que obliga antes del dictado de un acto administrativo al cumplimiento del trámite sustancial previsto por el orden normativo que involucra al debido proceso o garantía de defensa, salvo casos de extrema urgencia o razones de seguridad que en el caso de marras no concurren. Es evidente que se ha tratado de sofocar la huelga mediante la adopción de injusta represalia en contra de quienes esgrimieron hasta hace una semana la representación de las seccionales y unidades policiales con la anuencia del Gobierno Provincial y de la Jefatura de Policía. Así, el pase a disponibilidad y la suspensión se han dispuesto sin contar con mínimos elementos de juicio ni prueba que permita tener por acreditada inconducta.

ii) ARBITRARIEDAD.- La Real Academia Española define la arbitrariedad como “todo acto o proceder contrario a la justicia, la razón o las leyes, dictados sólo por la voluntad o el capricho”. Es notorio que en el accionar de la Jefatura de Policía encubre un castigo anticipado y el intento de amordazar el derecho de expresión y de peticionar ante las autoridades de las que se encuentran investidos todos los ciudadanos, sin que pueda pregonarse que existe excepción respecto del personal policial.

La secuencia arbitraria comprende el inicio intempestivo de sumarios y el pase a disponibilidad de quienes representan al personal policial en una Comisión de Enlace que fue creada a instancias de un Decreto del Poder Ejecutivo Provincial. Constituye este accionar acto contrarios a la justicia, la razón y las leyes, los que no tienen otra explicación que la arbitrariedad.

Evidencia, por lo demás, VS., que todas estas decisiones provienen de organismos que cuentan con personal idóneo en materias jurídicas, y que pudieron haber advertido la ilegalidad con solo leer las normas básicas que fundamentan su accionar y que deben regir la vida de la Institución, siendo que hasta cualquier empleado público sin importar su rango, debe saber que su empleo descansa en el principio de la estabilidad, por ser un derecho que le está amparado por todas las leyes de orden público y las normas fundamentales provinciales y nacionales, por lo que mal no podrían haberse advertido por parte de cualquiera de ellos la clara injusticia e ilegalidad que aparecen de modo manifiesto, debiéndose sólo dar causa de tales actos a la simple voluntad de los agentes que los dictaron y consintieron, conformándose de este modo la arbitrariedad que la Constitución intenta proteger con la garantía del amparo.

iii) INEXISTENCIA DE VIAS NORMALES “APTAS”.- Sabrá apreciar VS. que la ocurrencia a las vías normales de los procedimientos administrativos o judiciales existentes para no vernos afectado por el accionar que cuestionamos. Siendo el Jefe de Policía quien incumple con la normativa constitucional, no se advierte que la vía recursiva en sede administrativa pueda ser efectiva y eficiente de sólo considerar que es el propio denunciado quien debe decidir sobre la procedencia de nuestros planteos.
Las vías administrativas me permiten impugnar por medio de la nulidad el acto de alcance general que me afecta pero no garantiza que se evitará la continuidad de una secuencia que se advierte con resultado predispuesto y con el exclusivo fin de descabezar a quienes integraron la Comisión de Enlace y continúan ejerciendo la representación de los trabajadores que reclaman el incremento de sueldos. En este caso, la Administración contaría con un tiempo prudencial para expedirse, en el mejor de los casos, de 20 días hábiles conf. art. 158 inc. f) de la L.P.A.. Es por ello que esta vía resulta totalmente inadecuada a los fines explicitados anteriormente y que se pretenden resguardar.-

Ante la inexistencia de una vía expeditiva y rápida en el procedimiento contencioso administrativa, sabrá VS. valorar con su criterio cuáles son los plazos aproximados en los que cada uno de estos procesos pueden concluir en su tramitación, y verá que la resolución del caso podría demorar no meses sino años, no resultando tal vía ordinaria apta para evitar los perjuicios que se pretenden salvar ante el actual cese ilegal y arbitrario en nuestras funciones. Es por eso que el remedio procesal que debe aplicarse en este caso debe ser inmediato, por lo que resulta idónea la presente acción de amparo.


IV.- MEDIDA CAUTELAR INNOVATIVA.- A poco que se repare en las circunstancias del caso, se advertirá la necesidad de obtener, con carácter de medida cautelar, se disponga la prohibición de innovar en relación a la situación laboral de los empleados policiales que ejercitan derechos constitucionales, impidiendo de manera expresa la aplicación de sanciones mientras dure toda la tramitación del presente amparo. El hecho a que se haya procedido a quitarnos la estabilidad en el empleo mediante el pase a disponibilidad en base a un proceder abiertamente nulo e inconstitucional, y ante la inminencia de la conclusión de un sumario al que se le imprime vértigo inusitado, amerita nuestra petición a fin de obtener por parte de VS. la medida asegurativa de no innovar.-

Por lo demás, puede dictarse tal medida en tanto el derecho alegado es verosímil (“fumus bonis iuris”), existe peligro en mantener la situación de hecho (“periculum in mora”), dado que, y la cautela no pudiere obtenerse por medio de otra precautoria. Demás está decir que todos y cada uno de aquellos recaudos se hallan configurados en el sub-lite:

1) En primer término, la verosimilitud del derecho ha sido largamente demostrada a lo largo del presente, principalmente conforme lo expuesto precedentemente, máxime si se considera que la verosimilitud del derecho requerida por esta norma no exige a los magistrados un juicio definitivo, como lo tiene resuelto nuestra Corte Suprema: “...el examen de la certeza de la existencia del derecho pretendido, sino sólo su verosimilitud... es mas, el juicio de verdad en esta materia se encuentra en oposición a la finalidad del instituto cautelar, que no es otra que atender a aquello que no excede el marco de lo hipotético dentro del cual, agota su virtualidad” (Fallos 306:2060, entre otros).-

2) Por otro lado, junto al requisito de la verosimilitud, concurre al caso la exigencia del peligro de daño irreparable por la demora, ya que nos encontramos ante la inminente aplicación de sanciones que podrían involucrar la cesantía o exoneración, de no advertirse el accionar antijurídico de los organismos responsables como ya se expuso oportunamente. Constituye, a su vez, elemento que determina que a raíz del transcurso del tiempo, los efectos del fallo resulten prácticamente inoperantes
 y que se produzca un verdadero daño durante todo el tiempo que transcurra hasta la definitiva de la  presente acción.-

3) Por fin, cabe también tener en cuenta la flexibilidad con que VS. apreciará la procedencia de la medida solicitada, también dada por aquella sabia doctrina jurisprudencial que podría denominarse “de la inversa proporcionalidad de los presupuestos”, que sostiene que los requisitos examinados precedentemente se hallan relacionados entre sí de tal modo que, a mayor verosimilitud del derecho, cabe no ser tan exigentes en la gravedad e inminencia del daño y, viceversa, cuando existe un riesgo de daño de extrema gravedad e irreparabilidad, el rigor acerca del “fumus” se puede atenuar
.-

El otorgamiento de la medida cautelar no vendría a significar decidir sobre la sustancia de la cuestión sometida a criterio jurisdiccional, sino, en todo caso, atender a necesidades básicas esgrimidas que, de no ser contempladas, podrían significar un perjuicio irreparable por los valores a que se han hecho referencia, como lo es la subsistencia y el trabajo mismo.-


VI.- RESERVAS: Hago reserva de accionar por daño material en caso de producirse éste y de recurrir por ante el más Alto Tribunal de la Nación en los términos de los arts. 14 y 15 de la ley Nacional nº 48, por encontrarse en juego en el tratamiento de la presente acción la protección de las garantías Constitucionales previstas en los arts. 13, 17, 18, 42 y 63 de nuestra Carta Magna Provincial y de sus correspondientes artículos 14, 14 bis, 16, 18 y 31 de la Constitución Nacional, para la eventualidad de no admisión de mis peticiones.-


VII.- PETITORIO: Por todo lo expuesto, a VS. pido:
a) Nos tenga por presentados, por propios derechos y como representante de la Asamblea de Autoconvocados Policiales constituída el 30 de Enero de 2.009.

b) Por impetrada acción de amparo.

c) Por peticionada audiencia a tenor de lo dispuesto por el artículo 36 inciso 2º del C.P.C.C.

d) Oportunamente se haga lugar a la pretensión con expresa imposición de costas procesales.

 







SERA JUSTICIA.-
ERNESTO RUBÉN ARGAÑARAZ
    Cabo 1° Legajo n° 11.848
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      Abogado - Agente Legajo n°  14.585
 
 RAMIRO JAVIER PEÑA
Cabo Legajo n° 13.533
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RENATO GABRIEL MEJÍA
  Cabo 1° Legajo n° 12.569
 
OSCAR GUSTAVO DIAZ
Cabo 1º Legajo nº 12.395 
ANTONIO ARIEL GALLARDO 

CARLOS HUMBERTO SARAVIA

          Legajo nº 14.017                                                         Abogado
� Cfr. Lino Palacio y Adolfo Alvarado Velloso “Código Procesal Civil y Comercial de la Nación”, T. V. Santa Fe, 19900, pág. 38 y ss.


� CAM. NAC. CONT. ADM. FED. Sala 1, in re Continental Illinois Bank and Trust Company of Chicago c/ B.C.R.A. s/ nulidad del 9/4/1992, entre otros.-





